RELACIONES JURÍDICAS ENTRE ASCENDIENTES Y DESCENDIENTES EN ARAGÓN

La materia viene regulada actualmente en la nueva Ley de Derecho de la persona de 27 diciembre 2006. Las  relaciones entre ascendientes y descendientes tienen un desarrollo acorde con la tradición propia del Derecho aragonés, esencialmente en la forma en la que se plasmó en la Compilación, pero desembarazada ahora  de los condicionamientos externos procedentes de un sistema, el del Código, tributario de una tradición radicalmente distinta. El núcleo central de esta regulación, que da sentido a toda ella, es el deber de crianza y  educación  de  los  hijos, obviamente presidido por el principio de primacía del interés de estos. La autoridad familiar –que no es, conceptualmente, el equivalente de la institución de la patria potestad- es una función atribuida a los padres como instrumento necesario para cumplir de forma adecuada su deber de crianza y educación. Habitualmente lleva consigo la gestión de los bienes del hijo, pero no como contenido de un poder paterno, sino como función aneja a la autoridad familiar (art.6) que no esencial a la misma, puesto que también  puede  corresponder a otras personas, incluido  un tutor real, al tiempo que los padres ejercen la autoridad familiar. Esta distinción y relativa disociación entre autoridad familiar y gestión de los bienes facilita también la atribución del ejercicio de la autoridad familiar a personas distintas de los padres (padrastro o madrastra, abuelos, hermanos mayores), sin darles acceso por ello a la gestión de los bienes.

Estas ideas básicas explican la estructura externa del Título II. Tras un primer Capítulo sobre efectos de la filiación (puesto que se dan incluso  cuando los padres están excluidos de la autoridad familiar), el Capítulo II  se ocupa del deber de crianza y educación de los hijos, del ejercicio de la autoridad familiar por los padres y de la autoridad familiar de otras  personas,  y  el  III,  de  la gestión de los bienes de los hijos. El  Capítulo  primero es acorde con las concepciones sociales sobre las relaciones entre padres e hijos y recoge preceptos ya vigentes, con algunas concreciones y adiciones. Puede señalarse la aclaración de que es suficiente la edad de  catorce años para solicitar la alteración en el orden de los apellidos paterno y materno (art.54) o la expresión de un deber de asistencia recíproca que comprende el de contribuir equitativamente, durante la vida en común, a la satisfacción de las necesidades familiares (art.55); deber que se concreta luego en la colaboración personal del hijo en las tareas del hogar y los negocios familiares mientras conviva con la familia (art.63), la posibilidad de que los padres que ejerzan la autoridad familiar destinen una parte de los ingresos del hijo a necesidades familiares distintas de su  propia  crianza  y educación (art.64) y las reglas de convivencia entre padres e hijos mayores de edad (art.67, que atiende a una realidad social hoy muy relevante), todo ello con normas flexibles que invocan criterios equitativos.
Es  también  de  señalar  el  enunciado  de  derechos  y deberes de los padres que no tienen la autoridad familiar ni conviven con los hijos  (art.56), el énfasis en el derecho  del  hijo  a  relacionarse  con  ambos padres, con sus abuelos y con otros parientes y allegados, cuyo único límite es el del propio interés del menor (art.57) y, por último, la obligación del padre de contribuir a los gastos de embarazo y parto de la madre del hijo común, en los términos del art.59.
El art.60, que encabeza el Capítulo II, reproduce casi  literalmente  la  atinada fórmula del art.9 de la Compilación: «El deber de crianza y educación de los hijos menores no emancipados, así como la adecuada autoridad familiar para cumplirlo, corresponde a ambos padres». Ahora bien, en cuanto al ejercicio de la autoridad familiar, desarrolla los criterios del citado artículo de la Compilación en una Sección (art.68 a 71) con disposiciones más pormenorizadas. En otra Sección (art.77 a 80) se sistematizan los supuestos  de  privación, suspensión  y extinción de la autoridad familiar. En relación con la titularidad, caracteres y contenido de la autoridad familiar (art.60 a 62), apenas puede hablarse de novedades. Por ejemplo, que corresponde a los padres decidir sobre la educación religiosa de los hijos menores de catorce años (art.62.1.c) deriva de normas constitucionales bien conocidas así como de la regla de  ejercicio  de  los  derechos  de  la  personalidad por el menor con suficiente juicio. Ya se ha aludido a los deberes de los hijos de contribuir, según las circunstancias, a la satisfacción de las necesidades familiares. En cuanto al deber de los padres de sufragar los gastos de enseñanza y educación de los hijos, se aclara que se mantiene cuando alcanza el hijo la mayoría de edad, aunque valorado de distinto modo que en situación de minoría de edad y con término de extinción, salvo que judicial o convencionalmente se hubiera establecido  otra  cosa,  al  cumplir  el hijo los veintiséis años, más allá del cual subsistirá, naturalmente, el derecho de alimentos en caso de necesidad (art.66).
El desconocimiento de la patria potestad en Aragón permitió  reconocer relaciones jurídicas familiares flexibles entre nietos y abuelos, así como entre los hijos de una persona y el cónyuge de esta. La Ley 3/1985 amplió los supuestos de «autoridad familiar de otras personas» a los hermanos mayores del menor. La presente Ley recoge en sus artículos 72 a 76 la experiencia de la Compilación y su modificación en 1985 para aclarar algunos extremos y facilitar la asunción automática de la autoridad  familiar por el hecho de hacerse cargo voluntariamente las personas señaladas de la crianza y educación de los menores.

Además, precisa que el ámbito de esta autoridad familiar de otras personas distintas de los padres es idéntico al que a estos corresponde en el terreno personal, pero que no se extiende a la gestión de los bienes del menor (art.75.3). Para la gestión de los bienes es necesario, si no hay administrador, el nombramiento de un tutor, cargo que  puede  recaer  en  quien  ejerza  la  autoridad  familiar, pero sujeto a las garantías y cautelas propias de las instituciones tutelares (art.116.1.a). De este modo queda claro que la gestión de los bienes de los hijos es función aneja a la autoridad familiar solo cuando ésta se ejerce por los padres (art.6), y entonces se rige por las normas contenidas en los artículos 81 a 86, que desarrollan los preceptos de la Compilación a los que vienen a sustituir.

I. EFECTOS DE LA FILIACIÓN
Artículo 53. Principio de igualdad.

La filiación matrimonial y la no matrimonial, así como la  adoptiva, surten  los  mismos  efectos,  conforme  a  las disposiciones de la ley.

Artículo 54. Apellidos del hijo.

1. La filiación determina los apellidos con arreglo a lo dispuesto en la ley.

2. El hijo, desde que cumpla los catorce años, podrá solicitar, sin  necesidad de asistencia, que se altere el orden de los apellidos.

Artículo 55. Deberes de padres e hijos.

1. Padres e hijos se deben mutuamente, durante toda su vida, respeto, ayuda y asistencia.

2. El deber de asistencia comprende la obligación de prestar alimentos y la de contribuir equitativamente, durante la vida en común, de acuerdo con sus posibilidades, a la satisfacción de las necesidades familiares.

Artículo 56. Padres con hijos menores.

Los padres, aunque no ostenten la autoridad familiar o no vivan con el hijo menor, tienen el derecho y la obligación de:

a) Velar por él.

b) Visitarlo y relacionarse con él.

c) Informarse  recíprocamente,  aun  cuando  vivan separados, acerca de la situación personal del hijo.

Artículo 57. Relación personal del hijo menor.

1. El  hijo tiene  derecho  a  relacionarse  con  ambos padres, aunque  vivan separados, así como con sus abuelos  y  otros  parientes  y  allegados,  salvo  si,  excepcionalmente, el interés del menor lo desaconseja.

2. Los  padres  y  guardadores  no  podrán  impedir  la relación  personal  del  hijo  con  ninguna  de  las  personas mencionadas en el  apartado anterior, salvo cuando el interés del menor lo exija.

3. El  Juez,  a  petición  del  menor,  padres,  abuelos, parientes  o   allegados,  y  atendidas  las  circunstancias, podrá suspender, modificar o  denegar la relación con el menor si su interés lo requiere. También puede  adoptar las medidas necesarias con vistas a la efectividad de esta relación  personal, especialmente cuando los padres vivan separados.

Artículo 58. Eficacia limitada de la filiación.

1. Quedará excluido de la autoridad familiar y demás funciones tuitivas  y no ostentará derechos por ministerio de la ley respecto del hijo o de sus  descendientes, o en sus herencias, el padre:

a) Cuando haya sido condenado a causa de las relaciones  a  que   obedezca  la  generación,  según  sentencia penal firme.

b) Cuando la filiación haya sido judicialmente determinada contra su oposición.

2. En ambos supuestos, el hijo no ostentará el apellido del padre en  cuestión más que si lo solicita él mismo, desde que cumpla catorce años, o, con anterioridad, su representante legal.

3. Dejarán de producir efecto estas restricciones por determinación del representante legal del hijo aprobada judicialmente, o, desde que cumpla los catorce años, por voluntad del propio hijo con la debida asistencia.

4. El padre excluido sigue sujeto a las obligaciones establecidas en los artículos 55 y 56.

Artículo 59. Gastos de maternidad.

El padre, aunque no esté casado o no conviva con la madre del hijo, está  obligado a contribuir equitativamente a los gastos de embarazo y parto, así como a prestar alimentos a la madre, con preferencia sobre los parientes de esta, durante el período de embarazo y el primer año de vida del hijo si la madre se ocupa de él.

II. DEBER DE CRIANZA Y AUTORIDAD FAMILIAR
Artículo 60. Titularidad.

1. El deber de crianza y educación de los hijos menores  no  emancipados,  así  como  la  adecuada  autoridad familiar para cumplirlo, corresponde a ambos padres.

2. Puede corresponder a uno solo de ellos o a otras personas en los  casos legalmente previstos.

Artículo 61. Caracteres de la autoridad familiar.

La autoridad familiar es una función inexcusable que se ejerce  personalmente,  sin  excluir  la  colaboración  de otras personas, y siempre en interés del hijo.

Artículo 62. Contenido.

1. La crianza y educación  de  los  hijos  comprende para quienes ejercen la autoridad familiar los siguientes deberes y derechos:

a) Tenerlos en su compañía. El hijo no puede abandonar el domicilio familiar o el de la persona o institución a que haya sido confiado, ni ser retirado de él por otras personas.

b) Proveer a su sustento, habitación, vestido y asistencia médica, de acuerdo con sus posibilidades.

c) Educarlos y procurarles  una  formación  integral. Corresponde a los padres decidir sobre la educación religiosa de los hijos menores de catorce años.

d) Corregirles de forma proporcionada, razonable y moderada, con pleno respeto a su dignidad y sin imponerles nunca sanciones humillantes, ni que atenten contra sus derechos.

2. Para el cumplimiento de sus deberes y el ejercicio de sus derechos, los titulares de la autoridad familiar pueden solicitar la asistencia e intervención de los poderes públicos.

Artículo 63. Contribución personal del hijo.

Mientras el hijo viva con la familia tiene el deber de colaborar en las tareas del hogar y en los negocios familiares, en la medida propia de su edad y de su condición vital, sin que por ello tenga derecho a reclamar pago o recompensa.

Artículo 64. Contribución económica.

1. Los padres que ejerzan la autoridad familiar sobre el hijo pueden destinar los productos del trabajo e industria de éste y los frutos líquidos de sus bienes para atender los gastos de su crianza y educación; atendidos esos gastos, los padres que convivan con el hijo podrán destinar la parte sobrante a satisfacer, equitativamente, otras necesidades familiares. Si no disponen de otros medios, pueden destinar a este fin los bienes del hijo en la parte que, según la situación económica de la familia, resulte equitativa.

2. En uso de su facultad, los padres pueden pedir la entrega de los frutos o la enajenación de los bienes de los hijos que ellos no administren.

3. La utilización para esos fines de frutos de bienes o bienes que correspondan al hijo por donación o sucesión no puede ser excluida por el donante o causante.

Artículo 65. Contribución  cuando  la  autoridad  familiar corresponda a otras personas.

Los otros titulares del ejercicio de la autoridad familiar con los que viva el hijo pueden destinar los productos del trabajo o industria de este y los frutos líquidos de sus bienes  para  atender  los  gastos  de  su  crianza  y  educación. Para ello podrán pedir su entrega a la persona que administre  los  bienes del  hijo. Esta  facultad  no  puede  ser excluida por quien transmita bienes a favor del hijo.

Artículo 66. Gastos de los hijos mayores o emancipados.

1. Si al llegar a la mayoría de edad o emancipación el hijo no hubiera completado su formación profesional y no tuviera  recursos  propios  para  sufragar  los  gastos  de crianza y educación, se mantendrá el deber de los padres de costearlos, pero solo en la medida en la que sea razonable exigirles aún su cumplimiento y por el tiempo normalmente requerido para que aquella formación se complete.

2. El deber al que se refiere el apartado anterior se extinguirá al cumplir el hijo los veintiséis años, a no ser que, convencional o judicialmente, se hubiera fijado una edad distinta, sin perjuicio del derecho del hijo a reclamar alimentos.

Artículo 67. Convivencia con hijos mayores de edad.

La  dirección  de  la  vida  y  economía  familiar  corresponde a los padres. Los hijos deben cumplir las reglas de convivencia que los padres dispongan razonablemente y contribuir equitativamente a la satisfacción de las necesidades  familiares.  Los  padres  podrán  exigir  del  hijo  el cumplimiento de esa obligación.

Artículo 68. Ejercicio por ambos padres.

1. Los padres, en el ejercicio de la autoridad familiar, actuarán según lo que lícitamente hayan pactado en documento público. En defecto de previsión legal o pacto actuarán, conjunta o separadamente, según los usos sociales o familiares.

2. Respecto de tercero de buena fe se presumirá que cada padre actúa en correcto ejercicio de sus facultades.

Artículo 69. Ejercicio exclusivo por uno de los padres.

El ejercicio de la autoridad familiar corresponde a uno solo de los padres en los casos de exclusión, privación, suspensión o extinción de la autoridad familiar del otro, y también cuando así se haya resuelto judicialmente.

Artículo 70. Padre menor no emancipado o incapacitado.

1. El menor no emancipado que tenga suficiente juicio  ejercerá  la  autoridad  familiar  sobre  sus  hijos  con  la asistencia de sus padres y, a falta de ambos, de su tutor; en casos de desacuerdo o imposibilidad, con la de la Junta de Parientes o la de un defensor judicial.

2. El mismo criterio se aplicará al incapacitado si la sentencia no ha suspendido el ejercicio de su autoridad familiar.

Artículo 71. Divergencias entre los padres.

1. En caso de divergencia en el ejercicio de la autoridad  familiar,  cualquiera  de  los  padres  puede  acudir  al Juez para que resuelva de plano lo mas favorable al interés del hijo, si no prefieren ambos acudir a la Junta de Parientes con el mismo fin.

2. Cuando  la  divergencia  sea  reiterada o concurra cualquier otra causa que entorpezca gravemente el ejercicio de la autoridad familiar, el Juez podrá atribuirlo total o parcialmente a uno solo de los padres o distribuir entre ellos sus funciones. Esta medida tendrá vigencia durante el plazo que se fije.

Artículo 72. Autoridad  familiar  del  padrastro  o  la madrastra.

1. El cónyuge del único titular de la autoridad familiar sobre un menor que conviva con ambos comparte el ejercicio de dicha autoridad.

2. Fallecido el único titular de la autoridad familiar, su cónyuge podrá continuar teniendo en su compañía a los hijos menores de aquel y encargarse de su crianza y educación,  asumiendo  a  tales  fines  la  correspondiente autoridad familiar.

Artículo 73. Autoridad familiar de los abuelos.

1. Fallecidos los padres, si no se hace aplicación de lo previsto en el artículo anterior, o cuando de hecho aquellos no atiendan a sus hijos menores, los abuelos podrán tenerlos consigo para criarlos y educarlos, asumiendo a tales fines la correspondiente autoridad familiar.

2. Tendrán preferencia los abuelos de la rama con los que mejor relación tenga el nieto. Cuando los abuelos de la misma rama vivan separados, la preferencia corresponderá al que de ellos más se ocupe del nieto y, en última instancia, al de menor edad.

Artículo 74. Autoridad familiar de los hermanos mayores.

1. En  los  mismos  supuestos  del  artículo  anterior,  a falta de abuelos que se hagan cargo de la crianza y educación de los nietos, podrá hacerlo uno de sus hermanos mayor  de  edad,  asumiendo  a  tales  fines  la  correspondiente autoridad familiar.

2. Tendrá preferencia el hermano que mejor relación tenga  con  el  menor y, en  última  instancia,  el  de  mayor edad.

Artículo 75. Régimen.

1. La autoridad familiar prevista en los artículos anteriores  se  asume  de  forma  automática  al  hacerse  cargo voluntariamente de la crianza y educación del menor.

2. Se estará al orden y al contenido señalados por la ley, salvo que, fallecidos los padres, alguno de ellos en el ejercicio de su autoridad familiar hubiera establecido otra cosa en instrumento público.

3. Esta autoridad familiar, en la medida necesaria al cumplimiento del oficio de criar y educar al menor, comprende,  en  el  ámbito  personal,  los  mismos  derechos  y obligaciones que la de los padres, y no se extiende a la gestión de los bienes del menor.

4. Si no viven los padres, solo por motivos de maltrato o incumplimiento de dicha función podrá ser separado el menor del titular o titulares de esta autoridad.

5. La autoridad familiar de otras personas se podrá hacer constar en el Registro Civil.

Artículo 76. Divergencias.

1. En  caso  de  divergencias  sobre  la  titularidad  de esta autoridad familiar, cualquiera de los interesados en ella puede solicitar al Juez que resuelva la cuestión, si no prefieren todos acudir a la Junta de Parientes del menor con el mismo fin.

2. La Junta o el Juez, para decidir sobre la titularidad  y  la  forma de  ejercicio,  oirá  a  los  interesados  y  al menor que reúna los requisitos del artículo 3, y, teniendo en   cuenta   la   previsión   expresada   al   respecto   si   la hubiera, decidirá siempre en interés del menor; si el interés  del  menor  lo  requiere,  promoverá  otro  régimen  de guarda o protección.

3. Las divergencias entre los abuelos en el ejercicio de su autoridad familiar se resolverán según lo previsto para los padres.

Artículo 77. Privación.

1. En interés del hijo, cualquiera de los padres podrá ser privado total o parcialmente de la autoridad familiar por sentencia firme fundada en el incumplimiento grave y reiterado de los deberes inherentes a la misma o dictada en causa criminal o matrimonial.

2. Los Tribunales podrán, en interés del hijo, acordar la recuperación de la autoridad familiar cuando hubiere cesado la causa que motivó su privación.

3. Este precepto será aplicable a la autoridad familiar de otras personas.

Artículo 78. Suspensión.

1. La autoridad familiar quedará en suspenso, en su caso solo para el titular afectado, mientras dure:

a) La tutela automática de la entidad pública.

b) La  declaración  de  fallecimiento  o  ausencia  del titular o titulares, o de alguno de ellos, así como la declaración de fallecimiento del hijo.

c) La incapacitación del titular o titulares, o de alguno de ellos, a no ser que la sentencia haya dispuesto de otro modo.

d) La imposibilidad de ejercerla declarada en resolución judicial.

2. La asunción de hecho de la autoridad familiar por otras  personas  no conlleva  la  suspensión  de  la  de  los padres.

Artículo 79. Consecuencias  de  la  privación  o  suspensión.

1. La privación o suspensión de la autoridad familiar no suprime las obligaciones de los padres establecidas en los artículos 55 y 56.

2. Si  es  privado  de  la  autoridad  familiar  o  suspendido en ella uno solo de los titulares, continúa ejerciéndola el otro conforme al artículo 69.

3. La resolución judicial que establezca la privación o suspensión de la autoridad familiar a ambos titulares, o al único titular de ella, determinará el régimen de guarda o protección,  y  nombrará  a  la  persona o  personas  que hayan de cumplir estas funciones. Si la resolución estableciera la autoridad familiar de otras personas, proveerá también sobre la administración y disposición de los bienes del menor.

Artículo 80. Extinción.

1. La autoridad familiar se acaba:

a) Por la muerte de los titulares o del hijo.

b) Por la emancipación o mayoría de edad del hijo.

2. En caso de adopción del hijo se extingue la autoridad de los padres anteriores, salvo si subsisten los vínculos jurídicos con alguno de ellos.

III. GESTIÓN DE LOS BIENES DE LOS HIJOS
Artículo 81. Ejercicio de la gestión paterna.

1. Cuando corresponda a los padres la gestión de los bienes  del  hijo,  incluida  la  disposición  hasta  que  este tenga catorce años, ejercerán esta función conforme a lo dispuesto para la autoridad familiar; en su caso cumplirán lo ordenado válidamente por la persona de quien procedan los bienes por donación o sucesión.

2. Se exceptúan de la gestión paterna:

a) Los bienes que el hijo adquiera por sucesión en la que uno de los padres o los dos hayan sido desheredados con causa legal o declarados indignos de suceder.

b) Los  bienes  dejados  en  título  sucesorio  o  donados  al  hijo  con  exclusión  de  la  administración  de  los padres.

3. Los  bienes  del  apartado  2  serán  gestionados,  si nada  ha  ordenado  el  causante  o  donante,  por  el  otro padre, o, si los dos están afectados, por un tutor real nombrado por el Juez.

Artículo 82. Obligaciones.

1. Los padres gestionarán los bienes del hijo con la misma  diligencia  que  los  suyos  propios,  cumplirán  las obligaciones generales de todo administrador e inscribirán sus bienes inmuebles en el Registro de la Propiedad.

2. Los padres vienen obligados a rendir cuentas de su gestión al cesar en ella. Solo tendrán que formalizar inventario o prestar fianza cuando existan fundados motivos para ello.

Artículo 83. Responsabilidad.

1. Si  en  el  ejercicio  de  la  gestión  se  causa  daño  al patrimonio del hijo por dolo o culpa grave, responderán los padres o el que de ellos tenga atribuida en exclusiva la administración.

2. La  responsabilidad  será  solidaria  salvo  si  uno acredita  no  haber  podido evitar el daño, en cuyo caso quedará exonerado de responsabilidad.

3. El  padre  que  no  haya  intervenido  en  la  gestión causante del daño podrá repetir del otro la totalidad de lo pagado.

4. La  acción  para  reclamar esta responsabilidad prescribe a los tres años contados desde que finalice su administración.

Artículo 84. Derechos.

Los padres  no  tienen  derecho  a  remuneración  por razón  de  la  gestión,  pero  será  a  cargo  del  patrimonio administrado el reembolso de los gastos soportados, así como el resarcimiento de los daños y perjuicios sufridos sin su culpa que no pueda obtenerse de otro modo.

Artículo 85. Puesta en peligro del patrimonio del hijo.

Cuando la gestión de los padres ponga en peligro el patrimonio del hijo, el Juez, a petición del propio menor, del  Ministerio  Fiscal  o  de  cualquier pariente del menor, podrá adoptar las medidas que estime necesarias para la seguridad y recaudo de los bienes, exigir caución o fianza para la continuación en la gestión, o incluso nombrar un tutor real.

Artículo 86. Obligaciones al finalizar la administración.

1. Los  padres,  o  cualquiera  de  ellos,  al  cesar  en  la administración deben restituir el patrimonio administrado al hijo mayor de edad o emancipado o, en otro caso, a quien corresponda la administración. 

Los gastos de restitución son a cargo del hijo. En caso de muerte del hijo, si hubiere  peligro  en  la  tardanza,  los  padres  deben  continuar atendiendo los negocios de éste para evitar perjuicios a los herederos.

2. Al  cesar  la  administración  de  los  padres  o  de alguno de ellos, podrán exigirles la rendición de cuentas de su administración:

a) El hijo mayor de edad o emancipado.

b) El hijo menor mayor de catorce años con la debida asistencia, o aquel a quien corresponda la administración de sus bienes.

c) El representante legal del hijo menor de catorce años.

La acción para exigir el cumplimiento de esta obligación prescribirá a los tres años.

3. Solicitada  la  rendición  de  cuentas,  deberá  realizarse en el plazo de seis meses, contados desde la fecha de la reclamación. Este plazo podrá ser prorrogado por la autoridad  judicial,  con  justa  causa,  por  otro  período de tres meses como máximo.

4. El que no haya cumplido dieciocho años necesita, para aprobar las cuentas de administración de sus bienes y dar finiquito de las responsabilidades derivadas de la misma, la asistencia de la Junta de Parientes o autorización judicial.
José Martínez Ripa

Logroño, marzo 2007
